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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA 

EXPEDIENTE: 0398/2017-3
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ Y CODEMANDADAS
MAGISTRADO PONENTE:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO

San Luis Potosí, S.L.P., a trece de junio de dos mil diecinueve.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 0398/2017-3, promovido por ********** contra actos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí y codemandadas; y,

R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Mediante auto de fecha siete de abril de dos mil diecisiete, previo cumplimiento de requerimiento formulado por auto de catorce de marzo de dos mil diecisiete, se tuvo por recibido el escrito presentado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra de las siguientes autoridades: H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí; Dirección de Fuerzas Municipales adscrita a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí; y, ********** en su carácter de Jefe de Seguridad de la Unidad Administrativa Municipal de San Luis Potosí; por la nulidad de “La resolución que determinó que el suscrito dejé de ser parte de la plantilla funcional y operativa de la Dirección de Fuerzas Municipales de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.”; de lo cual tuvo conocimiento el trece de febrero de dos mil diecisiete; en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Con auto de quince de mayo de dos mil diecisiete, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda, de lo cual se dio vista a la parte actora, para los efectos legales consiguientes. Por auto de dieciséis de junio de dos mil diecisiete se regularizó el procedimiento para el solo efecto se otorgar a la parte actora el término de diez días para que amplíe su escrito inicial de demanda. Con proveído de catorce de julio de dos mil diecisiete se tuvo a la parte actora por ampliando su escrito de demanda, se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término de diez días lo que a su interés conviniera; el veintinueve de septiembre de dos mil diecisiete, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la ampliación de demanda, se ordenó correr traslado al actor con su escrito de contestación, se le concedió el término de cinco días para que manifestara lo que a su derecho conviniera, y se fijó fecha y hora para la audiencia final; el diecinueve de octubre de dos mil diecisiete se difirió la audiencia fijada para esa fecha, se admitió la prueba pericial en caligrafía y grafoscopía ofrecida por la parte actora en el escrito de ampliación de demanda, se le requirió para que presente a su Perito para la aceptación y protesta de desempañar el cargo conferido; el veintinueve de noviembre de dos mi diecisiete, compareció la Perito designada por el actor, aceptó el cargo conferido y protestó su fiel y legal desempeño. Mediante acuerdo de quince de enero de dos mil dieciocho se corrió traslado a las demandadas con el cuestionario correspondiente a la prueba pericial, y se les requirió para que adicionaran el cuestionario si así conviniere a su interés y además nombraran en común al perito de su parte, apercibidas que de no hacerlo, esta Sala les nombraría uno a su cargo. Con proveído de veinte de marzo de dos mil dieciocho se hizo efectivo el apercibimiento decretado a las autoridades demandadas y se les designó un Perito a su cargo, quien el cuatro de abril de dos mil dieciocho aceptó el cargo que le fue conferido y protestó su fiel y legal desempeño; el veintinueve de agosto de dos mil dieciocho se llevó a cabo el muestreo caligráfico referente a la prueba pericial en caligrafía y grafoscopía, y se señaló fecha y hora para la celebración de la audiencia final; misma que fue iniciada el diez de septiembre de dos mil dieciocho, con la asistencia del actor y del Perito que nombró, se dio cuenta con las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales de la partes dada su propia naturaleza, se procedió al desahogo de la prueba pericial en caligrafía y grafoscopía, y toda vez que el perito designado a las autoridades demandadas no compareció a la audiencia, se ordenó su diferimiento, para el único efecto de desahogar la prueba de referencia. El veintiséis de septiembre de dos mil dieciocho se llevó a cabo la continuación de la audiencia de ley, se desahogó la prueba pericial en caligrafía y grafoscopía ofrecida por la parte actora, los peritos de las partes presentaron y ratificaron sus dictámenes, y en virtud de que los peritajes rendidos por los peritos fueron discordes en sus conclusiones, se suspendió la audiencia con el objeto de nombrar un perito tercero por parte de esta Sala Unitaria. El veintidós de octubre de dos mil dieciocho esta Sala designó perito tercero en este juicio, quien el veinticuatro de octubre del mismo año, aceptó el cargo conferido, y protestó su fiel y legal desempeño. El seis de marzo de dos mil diecinueve, se continuó con la audiencia de ley, se desahogó la prueba pericial en caligrafía y grafoscopía con cargo a la perito tercero, quien rindió su dictamen, lo ratificó en todas y cada una de sus partes y reconoció como suya la firma que lo calza; el Secretario de Acuerdos certificó que no existen pruebas pendientes por desahogar; en período de alegatos, se dio cuenta de los formulados por el diverso delegado de la Dirección de Seguridad Pública Municipal, se hizo constar que no se formularon éstos por las demás partes, y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, mediante Decreto número 603 del diez de abril de dos mil diecisiete; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver al tratarse de la nueva autoridad facultada en la materia, conforme a lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esto es, acorde con las disposiciones aplicables de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, vigente al momento de iniciado el procedimiento jurisdiccional, hasta su conclusión definitiva.

Con base en lo anterior, esta Sala es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con el artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y numerales 1º, 2º, 3º, 4º, 18 fracción I y 19 fracción IX, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, en relación con los arábigos 117 y 130 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; porque deriva de la baja o separación del servicio que desempeñaba el demandante como elemento de seguridad, en la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, donde se ejerce jurisdicción.
Competencia que además, fue reconocida en la Tesis de Jurisprudencia 23/96, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada de veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis: Novena Época, Registro: 200587, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Junio de 1996, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Laboral, Tesis: 2a./J. 23/96, Página: 244; que establece:
“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). De lo dispuesto por las fracciones XIII, del apartado B, del artículo 123 y V, del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres, y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refiere a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado….”

SEGUNDO.- La personalidad del actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, quedando acreditado su interés jurídico, con la copia de la resolución impugnada exhibida por las diversas demandadas Dirección General de Seguridad Pública Municipal y Dirección de Fuerzas Municipales adscrita a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, documento visible en las fojas 170 a 176 del sumario.
La personalidad de la autoridad demandada H Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, de conformidad con lo establecido por el numeral 35 de la Ley de Justicia Administrativa, pues compareció por conducto del Síndico Municipal, quien exhibió copia certificada del Periódico Oficial del Estado publicado en fecha 30 de septiembre de 2015, que contiene la declaración de validez de la elección de los 58 Ayuntamientos comprendidos en el Estado de San Luis Potosí, que estarán en ejercicio del 1º de octubre de 2015 al 30 de septiembre de 2018, visible en fojas 26 a la 40 de los autos.

En el caso de las demandadas Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí y Dirección de Fuerzas Municipales adscrita a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, compareció el encargado del Despacho, acompañando copia certificada de su nombramiento, visible en foja 56 del sumario.

Documentos públicos referidos con valor probatorio pleno, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 79 y 90 fracción I de la citada Ley de Justicia Administrativa, al haberse expedido por funcionarios en ejercicio de sus facultades y funciones, y no ser objetados por las partes.
En cuanto al diverso demandado ********** Jefe de Seguridad de la Unidad Administrativa Municipal, se advierte que al dar contestación a la demanda entablada en su contra, fue omiso en exhibir copia certificada de su nombramiento, por lo tanto, con fundamento en los artículos 35 y 69 de la Ley de Justicia Administrativa, se le hace efectivo el apercibimiento decretado en el auto de fecha siete de abril de dos mil diecisiete, y en consecuencia, se le tiene por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
TERCERO.- La Litis de la presente controversia, es determinar la legalidad o ilegalidad de: La resolución que determinó que el actor deje de ser parte de la plantilla funcional y operativa de la Dirección de Fuerzas Municipales de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P. 
Advirtiendo esta Sala que la resolución que determinó la baja o cese del actor, es la emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal en fecha 09 nueve de diciembre de 2016 dos mil dieciséis, visible en fojas 170 a 176 del sumario, con pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ella, conforme lo establecido en los artículos 79 y 90 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa del Estado.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de nulidad que hace valer el actor, es deber de esta Sala Unitaria, analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 46 y 47 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado. Habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro No. 221332. Localización: Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. VIII, Noviembre de 1991. Página: 185. Tesis Aislada. Materia(s): Administrativa. 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia”

En esa tesitura, se advierte que las demandadas Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí y Dirección de Fuerzas Municipales, en sus escritos de contestación de demanda y de ampliación a la misma, hacen valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 46 fracciones V, VI y XII, y 47 fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, señalando que el presente juicio es improcedente y se debe sobreseer, en razón de que la resolución impugnada es un acto consentido, al no haberse promovido el juicio de nulidad dentro del término legal.
Refieren que la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal llevó a cabo un procedimiento administrativo para imponer sanciones al hoy actor, dictando el auto de inicio del procedimiento el 30 treinta de septiembre de 2016 dos mil dieciséis; que en el mismo auto se decretaron apercibimientos al hoy actor, entre ellos que de no señalar domicilio para oír notificaciones, las subsecuentes se realizarían por estrados; que el 09 nueve de noviembre de 2016 dos mil dieciséis el actor fue legalmente notificado y emplazado a dicho procedimiento cumpliendo con todas las formalidades; que al no haber comparecido a la audiencia de ley celebrada el 30 treinta de noviembre de 2016 dos mil dieciséis, se le hicieron efectivos los apercibimientos contenidos en el auto de citación; que en consecuencia, las siguientes notificaciones se le hicieron por estrados; que el 09 nueve de diciembre de 2016 dos mil dieciséis se dictó la resolución de dicho procedimiento, decretándose la baja del actor, misma que fue notificada al actor de acuerdo a la legislación aplicable, mediante estrados de la referida Comisión de Honor y Justicia, y que por ello se trata de un acto consentido.

A ese respecto, la parte actora en su escrito de ampliación de demanda señala que no fue notificado de procedimiento alguno ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, y que jamás compareció ante el Subdirector de Inspección General de Asuntos Internos de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, objetando las documentales consistentes en comparecencia de 11 once de julio de 2016 dos mil dieciséis, así como la notificación del inicio del procedimiento, de fecha 09 nueve de noviembre de 2016 dos mil dieciséis, en razón de que las firmas que se encuentran en dichos documentos, no son de él, y que por ello no fue notificado a la celebración dela audiencia de ley ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública. 

Sentado lo anterior, esta Sala procede a analizar las constancias de autos para determinar si la notificación del inicio del procedimiento, cuya firma fue impugnada por el actor, así como la notificación de la resolución impugnada, fueron legalmente efectuadas, pues de ello depende la actualización de las causales de improcedencia y sobreseimiento que opusieron las demandadas.

En esa tesitura se entra al estudio de las pruebas ofrecidas por las partes, relacionadas con las diligencias que fueron objetadas, siendo las siguientes:
Actas de notificación de fecha 09 nueve de noviembre de 2016 dos mil dieciséis, con las que se notificaron el Auto de Radicación de fecha 30 treinta de septiembre de 2016 dos mil dieciséis, y el Auto de fecha 28 veintiocho de octubre de 2016 dos mil dieciséis, con los que se citó al actor a la audiencia de ley celebrada el 30 treinta de noviembre de 2016 dos mil dieciséis, dentro del procedimiento Administrativo instaurado por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, documentos visibles en fojas 251 a 253 de este sumario, con valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ellas, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 79 y 90 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, y que adminiculadas con la Pericial en Caligrafía y Grafoscopía ofrecida por el actor, acreditan en primer lugar, que las firmas dubitadas si corresponden al actor; así como los siguientes extremos:
Que en el auto de radicación de fecha 30 treinta de septiembre de 2016 dos mil dieciséis, se ordenó notificar al actor para la celebración de la audiencia de ley y se decretaron los siguientes apercibimientos: en el acuerdo DÉCIMO, que de no presentarse personalmente a la audiencia, se le tendrá por consentida y aceptada la imputación y por consiguiente se le declarará en rebeldía y por perdiendo el derecho de ofrecer pruebas, alegar y se le tendrán por ciertos los hechos imputados; en el acuerdo DÉCIMO SEGUNDO, que en caso de no señalar domicilio para oír y recibir notificaciones, las notificaciones subsecuentes se realizarán en un lugar visible al público dentro de las instalaciones que ocupa la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, con fundamento en el numeral 126 fracción IV de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; que el actor recibió copias cotejadas del escrito de denuncia número ********** y anexos acompañados al mismo; así como que firmó de recibido la citada notificación.

Que en el auto de fecha 28 veintiocho de octubre de 2016 dos mil dieciséis, se ordenó en el acuerdo SEGUNDO, notificar y emplazar al denunciado, en los términos y con los apercibimientos acordados en el auto de fecha 30 treinta de septiembre de 2016 dos mil dieciséis; así como que el actor recibió y firmó la notificación de este auto.

Como ya se señaló, las firmas del actor que aparecen en la notificación de los autos anteriores, así como la contenida en la comparecencia de 11 once de julio de 2016 dos mil dieciséis, fueron impugnadas por el actor, quien señaló que es falso que haya firmado los citados documentos, ofreciendo para acreditarlo la siguiente prueba:

PERICIAL EN CALIGRAFÍA Y GRAFOSCOPÍA.- Al tenor del interrogatorio siguiente:

a.- Que diga el perito si la firma que aparece como del actor corresponde a su puño y letra.

b.- Que diga el Perito de qué medios técnicos y científicos se valió para emitir su dictamen.

Prueba que fue desahogada en fecha veintinueve de agosto de dos mil dieciocho, y toda vez que hubo discordancia en los dictámenes presentados por los peritos designados por las partes, esta Sala designó un Perito Tercero, por tanto, los dictámenes de los peritos designados por las partes, no influyen en la determinación tomada por esta Sala; siendo en consecuencia, el dictamen de la Perito Tercero, el que se toma en consideración para determinar si las diligencias impugnadas fueron firmadas de puño y letra por la parte actora; lo anterior conforme a lo establecido por los artículos, 85 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, 342 y 345 último párrafo, del supletorio Código de Procedimientos Civiles para el Estado.
Es de destacarse que para el desahogo de la prueba Pericial en estudio, se señaló como firmas cuestionadas y/o dubitadas, las que aparecen en la comparecencia de fecha 11 once de julio de 2016 dos mil dieciséis y en las notificaciones de fecha 09 de noviembre de 2016 dos mil dieciséis, y como firmas auténticas y/o indubitadas las estampadas por el actor en el muestreo caligráfico realizado ante la fe del Secretario de Acuerdos de esta Tercera Sala Unitaria, anexos al acta de la audiencia de ley de fecha 29 veintinueve de agosto de 2018 dos mil dieciocho, todo ello visible en fojas 278, 279 y 280 del sumario. 
En ese sentido, la Perito Tercero emitió el dictamen que obra en fojas 379 a 384 de este expediente, del que se advierte que en forma medular concluyó lo siguiente:

“CONCLUSIÓN”
“La Firma es influencia directa del cerebro y del sistema nervioso central.- Es importante reiterar este enunciado, pues en definitiva el cerebro es el que rige nuestro gesto gráfico...”

“PRIMERA.- En base al estudio realizado en los documentos dubitados, se observa que las firmas SI fueron estampadas por el C. ********** SI provienen de su puño y letra...”
De lo dictaminado por la Perito Tercero, esta Sala, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 90 fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, en relación con el numeral 398 del supletorio Código Procesal Civil en consulta, otorga valor probatorio pleno a la probanza en estudio, misma que adminiculada con las documentales ofrecidas por la parte demandada, acredita que la firma que aparece tanto en la comparecencia de fecha 11 once de julio de 2016 dos mil dieciséis, como en las notificaciones de fecha 09 de noviembre de 2016 dos mil dieciséis, SI fueron estampadas por el hoy actor; en consecuencia demuestra que los autos de fecha 30 treinta de septiembre de 2016 dos mil dieciséis y 28 veintiocho de octubre de 2016 dos mil dieciséis, con los que se citó al hoy actor al inicio del procedimiento administrativo ********** que concluyó con la resolución que determinó la Baja o Cese y terminación del servicio de carrera del aquí actor en el cargo que desempeñaba en la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, sí fueron legalmente notificados al demandante en fecha 09 nueve de noviembre de 2016 dos mil dieciséis, por lo que sí tuvo conocimiento de las notificaciones impugnadas. 
Ahora bien, de la audiencia de fecha 30 treinta de noviembre de 2016 dos mil dieciséis se deprende que se hicieron efectivos los apercibimientos decretados al hoy actor en los autos que le fueron notificados el 09 nueve de noviembre de dos mil dieciséis, en términos de lo dispuesto en el artículo 126 fracciones II, IV y V, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; documento visible en fojas 164 y 165 del sumario, que aunque fue exhibido en copia simple, no fue objetado por la parte actora, por lo que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 79 de la Ley de Justicia Administrativa, se tiene por auténtico y adquiere valor probatorio pleno para acreditar lo en él inserto.
En ese sentido, se advierte que la resolución del 09 nueve de diciembre de 2016 dieciséis, que determinó la Baja o Cese y terminación del servicio de carrera del aquí actor en el cargo que desempeñaba en la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, dictada en el procedimiento administrativo ********** que constituye el acto impugnado en este juicio de nulidad y que obra en fojas 170 a 176 del sumario, fue notificada al actor mediante Cédula fijada en los estrados de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal el día 27 veintisiete de diciembre de 2016 dos mil dieciséis, según la constancia de notificación visible en fojas 167 de este expediente; documentos que aunque fueron exhibidos en copia simple, no fueron objetados por la parte actora, por lo que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 79 de la Ley de Justicia Administrativa, se tienen por auténticos y adquieren valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ellos, como es la fecha y forma en que fue notificada la resolución en comento; por tanto, se tiene por cierta la manifestación de la parte demandada en el sentido de que el acto impugnado en este juicio de nulidad fue consentido por la parte actora, al haberse combatido fuera de tiempo.

Lo anterior es así, pues al encontrarse demostrada la existencia de la notificación de la resolución impugnada en este juicio de nulidad, realizada por estrados el día 27 veintisiete de diciembre de 2016 dos mil dieciséis, en términos de lo dispuesto en el numeral 126 fracciones IV párrafo segundo, y V inciso b) de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, provoca que se tenga como fecha en que el actor tuvo conocimiento de la misma, el 27 veintisiete de diciembre de 2016 dos mil dieciséis.
Para mejor comprensión se transcribe el artículo 126 fracciones IV párrafo segundo, y V inciso b) de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que dice:
“ARTÍCULO 126. En cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso, y principio de presunción de inocencia.

...IV. La notificación al probable infractor se realizará en forma personal en el domicilio oficial de la adscripción del presunto infractor, en el último que hubiera aportado, o en el lugar en el que se encuentre físicamente. 
El probable infractor, en el primer escrito que presente ante la Comisión de Honor y Justicia, está obligado a señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en la ciudad en la que resida la Comisión de Honor y Justicia, apercibiéndolo de que en caso de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones se realizarán por medio de estrados en lugar visible al público, dentro de las instalaciones que ocupe la propia Comisión...”
“V. El día y hora señalados para la celebración de la audiencia a la que se refieren las fracciones II y IV del presente artículo, se procederá conforme a lo siguiente: 
...b) En caso de no haber comparecido el presunto infractor, verificándose su legal emplazamiento, de oficio se hará efectivo el apercibimiento a que se refieren las fracciones II y IV del presente artículo, y seguirá el procedimiento en rebeldía...”
[Énfasis añadido]

Por lo anterior se concluye, que la notificación de la resolución impugnada realizada por Cédula fijada en los estados de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, el día 27 veintisiete de diciembre de 2016 dos mil dieciséis, fue efectuada conforme lo dispuesto en el artículo 126 fracciones IV párrafo segundo, y V inciso b) de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; en consecuencia al haberse presentado la demanda de nulidad hasta el 08 ocho de marzo de 2017 dos mil diecisiete, se encuentra fuera del término de 30 días hábiles que establece el artículo 50 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que se transcribe:

“ARTICULO 50. El término para presentar la demanda ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo será de treinta días hábiles, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata; al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos, o al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.”
En esa tesitura, se actualizó la causal de improcedencia prevista en el artículo 46 fracción IV de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro del término que para tal efecto establece la propia ley; por consiguiente, se actualizó la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 47 fracción II del mismo ordenamiento legal.

En consecuencia, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente Juicio Contencioso Administrativo, en razón de que la parte actora presentó la demanda de nulidad fuera del término establecido en el artículo 50 de la Ley de la materia; de acuerdo con los razonamientos expuestos en este considerando.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, y Transitorio Quinto de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y el Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y con apoyo además en los artículos 3º, 18 fracción I, 19 fracciones I y II, 46 fracción IV y 47 fracción II, y 94 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Cuarto de la presente sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y, por oficio, a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 

	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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